Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 10 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- Se ha recibido una nota del Presidente de la Comisión de Reforma del Proceso 
Penal, en respuesta a la solicitud realizada por la Comisión, en relación al proyecto de ley por el que se 
crea el Ministerio Público y Fiscal como Servicio Descentralizado. (Carpeta N* 387/2010) 


Asimismo, fue enviada por e-mail una nota de la Asociación de Arrendadoras de Autos sin Chofer 
(ASARA), de fecha 18 de noviembre de 2011, por la que adjunta consideraciones respecto del proyecto de 
patente de rodados -que figura en el Orden del Día de la sesión de la fecha, Carpeta N* 708/2011- y 
solicita audiencia a efectos de intercambiar ideas sobre el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia comunica que se han repartido a los señores Senadores 
sugerencias realizadas por parte de la Secretaría de la Comisión respecto al proyecto de ley a considerar 
en el día de hoy. Se trata de un muy buen trabajo, puesto que allí se ponen de manifiesto omisiones y 
errores que se cometieron en el texto aprobado por la Cámara de Representantes. Pero tenemos 
entendido que en poco tiempo van a dejar de cometerse, porque se incorpora a dicha Cámara un gran 
Senador como es el señor Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Quisiera hacer una consulta, en realidad en forma interesada, porque debo arreglar mis 
licencias y otros asuntos. 


En el día de mañana el Senado realizará una sesión en la que se puede pedir licencias, pero más 
adelante no sé si será posible. Por lo tanto, quisiera saber qué régimen de trabajo tiene previsto la 
Comisión con respecto a este proyecto de ley. Si es posible saberlo, podría prevenir antes que curar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es muy pertinente la pregunta realizada por el señor Senador Gamou, porque el 
próximo 3 de diciembre vence el plazo, en función del cual quedaría automáticamente aprobado el proyecto 
de ley. Hoy es 21 de noviembre y la Comisión tiene previsto sesionar el miércoles 23 a las nueve y media 
de la mañana para recibir como invitados al Poder Ejecutivo, a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y 
a la Secretaría de la Presidencia de la República, a la que también se ha enviado una nota. La idea es que, 
una vez culminada la presentación del Poder Ejecutivo, se abran instancias de discusión en Comisión. La 
Presidencia entiende que ese día debería fijarse una última sesión para considerar el tema, porque en 
principio -de acuerdo a la sugerencia del señor Senador Michelini- el día 29 de noviembre se trataría en el 
Senado. 


SEÑOR MICHELINI.- Otra posibilidad sería que el Senado sesionara el día miércoles 30 -previa consulta a 
su Secretaría- para poder reunirnos el martes a los efectos de realizar los ajustes que se desee. Además, si 
se aprobara el proyecto de ley el día 30 de noviembre, estaríamos perfectamente en fecha. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, la Presidencia propone que el miércoles próximo, antes de culminar 
la sesión de la Comisión, se decida cómo seguir. 


SEÑOR MICHELINI.- Hay que tener en cuenta que si en el Senado se realizan cambios al proyecto de ley, 
este debe volver a la Cámara de Representantes para que lo trate en un plazo de diez días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR GAMOU.- Entonces, es difícil que la Comisión vuelva a sesionar esta semana después del 
miércoles 23. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, esta Comisión sesionará el próximo miércoles a las 9 y 30 horas y 
ese día resolveremos al respecto. 


Por Secretaría se me hace notar que dije que el día 3 de diciembre vence el plazo de 
consideración de este proyecto de ley, pero en realidad expira el viernes 2 de diciembre. De todas 
maneras, sesionando en Comisión el 29 o el 30 de noviembre tendríamos tiempo suficiente para su 
análisis. 


SEÑOR MICHELINI.- De cualquier forma, señor Presidente, para que el Senador Gamou tenga una idea a 
este respecto, señalo que posiblemente concretemos una reunión para el lunes o martes próximos. O sea 
que, antes de la sesión del Plenario de la semana que viene, en la que se aprobará la iniciativa, 
concretaríamos una reunión para afinar detalles. 


SEÑOR GAMOU..- Entonces, solicitaría licencia los días lunes, martes y miércoles de la próxima semana, 
así como también este miércoles. 


(Ingresan a Sala el Presidente e integrantes del Congreso de Intendentes) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación tiene el gusto de recibir a los 
representantes del Congreso de Intendentes: su Presidente, doctor Marcos Carámbula; su Vicepresidente, 
doctor Walter Zimmer; el Intendente de San José, señor José Luis Falero; el Consejero Ángel Alegre y 
demás asesores. 


Esta Comisión del Senado tiene a estudio un proyecto de ley relativo al sistema único de cobro 
de ingresos vehiculares y subsidios para los sistemas de alumbrado público departamentales. Se trata de 
una iniciativa que viene con declaratoria de urgente consideración y, en consecuencia, el próximo 2 de 
diciembre vence el plazo para que la Cámara de Senadores se expida al respecto; en caso de no hacerlo, 
se consideraría configurada la aprobación ficta de la propuesta y quedaría vigente como ley, puesto que no 
habría otras instancias de modificación. 


La Comisión recibió la opinión de algunos juristas sobre este tema y, obviamente, tiene particular 
interés en conocer la opinión del Congreso de Intendentes, que es donde se originó un entendimiento que 
permitió que en el día de hoy estemos discutiendo este proyecto de ley. Les damos la bienvenida y les 
cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Señor Presidente y señores Senadores: para nosotros es un privilegio estar en la 
sesión de la Comisión que tiene a estudio el tema del Sistema Único de Cobro de Ingresos Vehiculares y 
Subsidios para los Sistemas de Alumbrado Público Departamentales. Antes de comenzar, quiero excusar al 
señor Intendente de Rivera, que integra la Mesa del Congreso y, como debe viajar a Montevideo en estos 
días, no le fue posible cambiar su agenda para estar presente en la mañana de hoy, pero se siente 


representado. Me acompaña el doctor Zimmer, Vicepresidente de la Mesa, y el señor José Luis Falero, 
Intendente de San José. 


Agradezco la invitación y celebro la celeridad con la que se está atendiendo este tema que para 
nosotros es de enorme importancia. Junto con nuestra presentación vamos a dejar a los señores 
Senadores la información del proceso de análisis del tema de las patentes en el Congreso y las distintas 
resoluciones que avalan los pasos dados. 


Para el Congreso de Intendentes esta es una instancia fundamental por los dos temas que 
aborda el proyecto de ley que está a consideración. Sin duda, el tema de las patentes es el más reconocido 
públicamente, pero a nuestro entender, la iniciativa sobre el alumbrado público es de tanta o más 
importancia que este por lo que implica para la calidad de vida de la población. 


Los Intendentes sabemos que las tres tareas fundamentales en materia de gestión departamental, 
y ahora también municipal, son: el tema del alumbrado -que es clave, es el abecé, lo primero- la 
recolección de la basura y todo lo que hace a las calles y la infraestructura. Este proyecto de ley, que 
implica un incremento del subsidio en materia de alumbrado de hasta el 60% -que se agrega a lo anterior, 
que representa un tercio- tiene una gran importancia porque permite absorber las deudas de las 
Intendencias en materia de alumbrado en función del desfase existente entre el valor de la energía y la tasa 
o lo que se recauda por alumbrado. Además, es una fuerte apuesta a la eficiencia energética, ya que una 
parte del subsidio se destinará a mejorarla, optimizar los recursos e incorporar nueva luminaria. Para 
nosotros el proyecto de alumbrado es fundamental porque permitirá dar un gran paso. 


Con respecto al tema de las patentes, quiero subrayar algunos aspectos. En primer lugar, hubo 
una sinergia. La voluntad del Poder Ejecutivo fue expresada desde el primer día. Cuando el señor Mujica 
recién había sido electo, pero todavía no había asumido la Presidencia, concurrió al Congreso de 
Intendentes el 22 de diciembre de 2009 y nos dijo lo siguiente: “Si este Cuerpo y el conjunto de los 
Intendentes no ha podido definitivamente superar el problema de las patentes que lleva tantos años, uno 
tiene que empezar por reconocer la enorme dificultad real que tiene este asunto”. En aquel momento, 
Mujica dijo: “Lo peor es no reconocer el hecho”. Posteriormente afirmó: “El futuro Gobierno en la medida en 
que por amplísima mayoría los Intendentes lo vieran necesario puede tratar de instrumentar otro tipo de 
soluciones”. Además, agregó: “El Gobierno no va a plantear por sí ni ante sí porque se le ocurra, solo lo 
hará en el caso que haya una mayoría explícita de las Intendencias que lo soliciten”. 


A partir de esa voluntad expresa del Presidente, nos reunimos todos los Intendentes en 
Anchorena. Allí se planteó no solo el tema de las patentes, sino también otras cuestiones fundamentales 
que, a nuestro entender, el Congreso de Intendentes debe abordar, porque si bien hasta ahora el asunto 
que se ha reiterado es el de las patentes, existen otros a debatir y que hacen a la visión del país. En dicha 
reunión, pues, quedaron planteados cinco grandes temas: patentes, alumbrado, residuos -como país, 
tenemos el gran desafío de generar una política nacional en dicha materia, con conceptos regionales- 
maquinaria vial y desarrollo de programas de infraestructura con una visión asociativa. A raíz de ese 
acuerdo se empezó el trabajo con Presidencia de la República, la Secretaría de la Presidencia, el Ministerio 
de Economía y Finanzas y la OPP, en una labor que se extendió durante todo un año y finalmente culminó 
en setiembre con esta iniciativa que hoy está a consideración de los señores Senadores. 


Por otro lado, quiero decir que en todo este proyecto los Intendentes hemos actuado por 
unanimidad. En la totalidad de los casos se ha expresado la voluntad unánime del Congreso de 
Intendentes de llegar a una solución. Tanto es así que en enero de este año, en una reunión extraordinaria 
del Congreso, se resolvió por unanimidad caminar en el sentido de la patente única y, junto al Gobierno, 
encontrar los mecanismos para que ello se pudiera explicitar. En el artículo 4% de la resolución que emerge 
de esa reunión se estableció algo que para nosotros es fundamental: que en todo lo que tiene que ver con 
la voluntad de llegar a un acuerdo en materia de patentes, los Intendentes incorporábamos el concepto de 
compromiso de gestión. Como es sabido, el presupuesto quinquenal se elabora en el Congreso de acuerdo 
a lo que establece la Constitución; entonces, en el período anterior se estableció la voluntad de marcar el 
compromiso de gestión de manera que las partidas del Gobierno Nacional estuvieran supeditadas a que los 


Gobiernos Departamentales cumplieran en tiempo y forma con la gestión encomendada. Ahora bien, en 
enero se resolvió incorporar este concepto del acuerdo en patentes en los compromisos de gestión y, a 
partir del mismo mes, en el departamento de Tacuarembó se avanzó en lo que se denominó la “hoja de 
ruta” para desarrollar las etapas siguientes. Se trabajó en algo que para nosotros constituyó el primer gran 
logro de este período: disponer de toda la información sobre las patentes en el país, puesto que una de las 
grandes dificultades que teníamos era, justamente, no disponer de esos datos. Por fortuna eso se logró y 
permitió que desde la sesión realizada en el mes de marzo en Tacuarembó, a nivel de la Presidencia de la 
República, el Ministerio de Economía y Finanzas, la OPP y la Mesa del Congreso de Intendentes - 
entonces presidida por el Intendente del departamento e integrada por el Intendente de Salto y quien 
habla- se pudiera manejar toda la información para llegar a este acuerdo que está a estudio de los señores 
Senadores. Así pues, la realidad es que hoy el país dispone de absolutamente toda la información 
necesaria en esta materia. 


Este proyecto fue aprobado en la reunión del día 15 de setiembre. Por mi parte, me gustaría 
reiterar algunos conceptos fundamentales. 


Ante todo, hay una visión de conjunto del país. Cada uno de los Intendentes -me parece 
importante subrayar esto- deja de ver la perspectiva de su departamento para pensar en el Uruguay como 
corresponde, fundamentalmente en la gente y en la seriedad institucional de un país que tiene 500 
kilómetros de norte a sur y 500 kilómetros de este a oeste. En este marco, no cabe pensar que una 
situación a nuestro entender absurda, que se arrastra de hace más de 40 años, se prolongue en el tiempo. 
Tal como lo explicitó hace pocos días el contador Linder Reyes, asesor de la Intendencia de San José que 
ahora forma parte del cuerpo técnico del Congreso Nacional de Intendentes, hay antecedentes que 
muestran que en el período de la dictadura, los jefes de gobiernos comunales -que eran interventores- se 
ponían de acuerdo en el seno del Congreso de Intendentes y, cuando volvían a sus respectivos 
departamentos, fijaban los valores que correspondían a cada uno de ellos. 


Otro antecedente es que en el período 1985-1989 el Intendente de Montevideo se quejaba de las 
patentes fijadas por otras Comunas -que no vamos a nombrar- por fuera de los acuerdos del Congreso de 
Intendentes. 


Por otra parte, la resolución del Congreso de Intendentes del mes de setiembre dice 
explícitamente: “El Congreso Nacional de Intendentes aprueba en general los proyectos de creación de un 
sistema único de cobro de ingresos vehiculares y de subsidios para la extensión y fomento de la eficiencia 
energética de los sistemas de alumbrado público departamentales. 


El trabajo de los legisladores dará sustancia y debida forma a este histórico acuerdo, que viene a 
eliminar por un lado distorsiones y conflictos, y por otra parte a contribuir a la seguridad de los ciudadanos”. 


Esta declaración fue firmada por todos los Intendentes y votada por unanimidad. 


Antes de ceder el uso de la palabra a los Intendentes de Colonia y San José, quisiera expresar, a 
través de manifestaciones de los propios Intendentes, cuál fue el espíritu que primó en la toma de esta 
decisión, por considerar que eso explicita el ánimo que se tuvo en esa instancia. 


El Intendente Botana expresó: “Sin dudas estamos viviendo un día histórico, donde además los 
que somos defensores acérrimos de las autonomías de los departamentos y de la libertad de decisión en 
los temas que son de nuestra competencia, fuimos siendo movidos a lo largo del tiempo hasta asumir 
conciencia de las distorsiones que estaba generando este tema del desencuentro de las patentes. 
Distorsiones, desencuentros, dificultades de acuerdo, conflictos entre Intendencias. La imposibilidad de 
crecer juntos y de avanzar y defender temas comunes, sencillamente por una defensa que al final de 
cuentas uno no sabe dónde está la razón de tenerla”. 


En la misma sesión -para que los señores Senadores observen las diferentes visiones que allí se 
originaron- el Intendente de Salto, el señor Coutinho, manifestó: “Compartir este día histórico, la alegría de 
que el gran beneficiado de hoy es el uruguayo que vive en cada uno de nuestros departamentos. 


Hoy ganó la gente, que va a pagar menos su patente, y ganó la gente que como siempre tendría 
que haber sido, va a recorrer cada uno de nuestros departamentos sin importar qué chapa usa o qué chapa 
utiliza. Me parece que hoy gana el Uruguay, gana el uruguayo y que definitivamente en varios temas no 
somos diecinueve patrias, somos una patria sola y que en realidad a este Intendente lo deja orgulloso el 
pertenecer a esta Institución que es el Congreso y lo deja orgulloso el ser parte y colega de estos amigos 
Intendentes que definitivamente, durante todo este tiempo, hoy estamos reunidos para celebrar”. 


Por nuestra parte, queríamos hacer este breve resumen de lo que ha motivado, en general, al 
Congreso de Intendentes. 


Además, hay un concepto que para nosotros es clave: la recaudación sigue siendo enteramente 
de las Intendencias. De resultar aprobada la ley, y a partir de su puesta en marcha el 1* de enero de 2012, 
las Comunas tienen asegurada para el período 2012-2015 la misma recaudación que ingresaba y estaba 
prevista en los respectivos Presupuestos. Por tanto, esa será la recaudación base, que mantendrán todas 
las Intendencias. Y eso es así por la voluntad explícita del Poder Ejecutivo de respaldar esta decisión, con 
un aporte hasta diciembre de 2015. 


A su vez, dados los números que manejamos, creemos que más de las dos terceras partes de los 
dueños de vehículos pagarán menos. Pero, además, pensamos que este paso que estamos dando nos 
permitirá avanzar sobre dos cuestiones muy importantes. Una de ellas es la creación de un registro único 
de conductores a nivel nacional -a cuyo respecto ya mantuvimos conversaciones con la Unasev- a los 
efectos de otorgar una libreta de chofer con características similares en todo el país. La otra cuestión se 
relaciona con el hecho de lograr que el chofer que es sancionado en una Intendencia no pueda sacar la 
libreta en otro departamento; esto, a fin de que se acumulen las faltas y se realice una correcta evaluación 
por puntos en lo que hace a su conducta como chofer. Así pues, estamos trabajando con Unasev y Antel 
para alcanzar un acuerdo en materia informática que nos permita llegar a esa libreta única y al registro 
único del vehículo a nivel nacional. Desde el punto de vista institucional, estos pasos benefician al país. 


Otro aspecto muy positivo es que este sistema nos va a permitir unificar el criterio en materia de 
multas y realizar el seguimiento del control de pago de patentes. La realidad es que hoy nos vemos 
limitados a la hora de controlar si un auto empadronado en un departamento, que circula en el resto del 
país, está al día con el pago de la patente y ha cumplido con sus obligaciones en materia de multas. 
Creemos que por esta vía estaremos generando un sistema único de información y todas las Intendencias 
podrán actuar en beneficio del colectivo en lo que hace al cumplimiento de las obligaciones. 


A grandes rasgos, esto es lo que el Congreso de Intendentes piensa y aprueba por unanimidad. 


Por otra parte, compartimos las modificaciones introducidas al proyecto de ley en la Cámara de 
Representantes en el sentido de incorporar a cinco Intendentes en la administración del fideicomiso, 
cuando en la iniciativa original se hablaba de tres. Asimismo, sabemos que en uno de los artículos se han 
hecho incorporaciones explicitando los roles en materia del traslado de este acuerdo a la Junta 
Departamental, de acuerdo con lo que manda la Constitución. Si bien algunas Intendencias han sido 
facultadas por las respectivas Juntas Departamentales para aprobar aquellos valores que fije el Congreso 
de Intendentes -lo que las eximiría de enviarlos a la Junta Departamental- es voluntad de quienes estamos 
trabajando en este tema -aun cuando no ha formado parte de la resolución inicial del Congreso de manera 
unánime- enviarlo, como corresponde, a la Junta Departamental, de acuerdo al agregado que se hizo a 
nivel de la Cámara de Representantes. 


Finalmente, queremos subrayar algo que expresamos al comienzo de nuestras palabras. Los 
diecinueve Intendentes hemos aprobado este acuerdo por unanimidad, colocándolo por encima de los 


intereses de cada departamento, lo que fortalece el prestigio de las instituciones en todo sentido. Al 
respecto, quiero resaltar que ha habido Gobiernos Departamentales e Intendentes que han mirado mucho 
más allá de su perspectiva departamental para ir al encuentro de esta solución. Consideramos que es 
bueno señalarlo porque aquí todos hemos puesto al país en la mira, pero hay Gobiernos Departamentales 
que particularmente han acompañado este proyecto de ley dejando totalmente a un lado la perspectiva 
específica de su departamento. Valoramos muchísimo esa forma de actuar porque, en definitiva, ayudó a 
encontrar esta solución. 


Entendemos que el Parlamento -como corresponde- tiene todas las posibilidades de mejorar y 
enriquecer la iniciativa. Por nuestra parte, hemos estado trabajando con el Poder Ejecutivo durante este 
mes y ahora se ha incorporado el equipo técnico del Congreso de Intendentes con el fin de ajustar 
definitivamente las tarifas. El proyecto de ley prevé que al 31 de octubre de cada año el Congreso de 
Intendentes, en acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas, la Secretaría de la Presidencia y la 
OPP, fije las tarifas. En este caso, en función de que la cantidad de datos a procesar es enorme, habrá un 
retraso, pero ya se está trabajando en forma simultánea a efectos de que, si la iniciativa es aprobada en el 
Parlamento, estemos en condiciones de poner en marcha el acuerdo de patentes a nivel nacional en enero 
de 2012. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ZIMMER..- Gracias por recibirnos. 


No voy a abundar en detalles que ya ha expresado el doctor Carámbula, pero me voy a referir a 
este tema del que todos estamos en conocimiento; como tiene más de cuarenta años, es imposible que 
alguien lo desconozca. Lo mismo podríamos decir con respecto a los hechos de notoriedad que se han 
sucedido y que han llevado a la unanimidad de criterios en el Congreso de Intendentes, estemos o no de 
acuerdo. Reitero que los diecinueve Intendentes resolvimos poner un “parate” a un problema que viene 
desde hace cuarenta años. En ese lapso se especuló mucho sobre este tema y no se le dio la jerarquía 
que merecía. Con el correr de los años se fue dando una situación en la que algunos departamentos se 
beneficiaban y otros no, lo que se tornó incontrolable porque se comenzaron a tomar algunas medidas de 
represalia. El señor Senador Moreira conoce bien el tema porque también fue Intendente. 


Después de la crisis del año 2002 comenzamos a perder vehículos. En ese entonces, las patentes 
en Colonia tenían el mismo valor que en Montevideo y entre los años 2005 y 2006, a un año de estar en la 
gestión, hubo una pérdida de casi un 34% de vehículos automotores en otros departamentos. El costo 
económico financiero para las Intendencias fue muy elevado y, por tal razón, se intentó llevar el tema al 
Congreso de Intendentes. Lamentablemente, por un motivo o por otro, en ese momento no hubo voluntad 
política para solucionarlo. Luego, cuando surgieron elementos de persecución -no de persuasión- con 
respecto a las patentes de Montevideo u otros departamentos, apareció la voluntad política para tratar de 
resolver este problema. 


Quiero expresar -como ya lo hice en la Cámara de Representantes- que tenemos que poner un 
“parate” a esta situación. El Poder Ejecutivo aportó un elemento muy importante para tratar de destrabar 
este tema. Justamente, el Intendente Carámbula lo reseñó en su exposición. Debemos señalar que saldar 
la deuda con UTE influye mucho en el déficit presupuestal que puede tener cualquier Intendencia, así como 
también es muy importante la bonificación del alumbrado. Tanto el Ministerio del Interior como la ANEP y 
toda la población reclaman insistentemente la solución de este problema, así como también el suministro 
de lámparas de menor consumo que permite duplicar con el mismo dinero el alumbrado público, hecho que 
en el interior es de gran importancia. 


Es poco lo que podemos agregar a lo ya señalado, pero el acuerdo entre las diecinueve 
Intendencias significa que, desde el ámbito del Congreso de Intendentes se ha comprendido que hay otros 
temas que son de fundamental importancia y, por consiguiente, debemos poner un punto final a las 
patentes, teniendo en cuenta las grandes problemáticas que tiene el Estado. Reitero, hoy el Estado tiene 


problemas mucho más graves que el de las patentes; sin embargo, ese tema ocupa la primera página de 
los diarios. No debemos olvidar que hay temas de salud, de seguridad y de enseñanza por todos 
conocidos, y tenemos que colaborar en su resolución. Por tal razón, debemos dar una solución definitiva al 
tema de las patentes. 


Quiero subrayar que en el espíritu de los diecinueve Intendentes está defender a la clase media y 
a la gente humilde. Es decir que aquellos vehículos que tengan bajo costo, hasta determinado valor, se 
verán beneficiados, pero no tanto los de mayor valor; a los propietarios de vehículos de alta gama -con 
valores de, por ejemplo US$ 100.000- creo que poco les importará el valor que tenga una patente o un 
seguro. 


Entonces, creo que para dar una solución definitiva a este tema debemos sacrificar un montón de 
situaciones. Por ejemplo, en mi caso personal -y el señor Senador Moreira lo sabe bien- voy a pagar un 
costo político muy grande como Intendente de Colonia y, si sobrevivo a esto, tal vez pueda hablar de 
políticas de futuro. Para mí puede ser una situación muy difícil de superar. Colonia es uno de los 
departamentos que tiene las patentes más bajas, por lo que en casi todos los sectores va a sufrir un 
aumento aunque, en el caso de la clase media y baja, la repercusión va a ser menor o nula. Este es el 
costo político que debemos asumir para terminar con un problema que tiene una historia de casi cuarenta 
años. 


Otro punto que los señores Senadores tienen a consideración es el de la inconstitucionalidad de 
la norma. Como todos saben, soy cirujano y no jurista, pero puedo decir que si utilizamos ese mismo 
criterio con la ley de seguridad a nivel del tránsito -que fue un tema que nos acorraló- vemos que también 
tiene visos de inconstitucionalidad, pero los obviamos porque consideramos imprescindible contar con una 
ley y con la Unasev para controlar el flagelo de las muertes por accidentes de tránsito; justamente, hoy se 
conmemora el “Día mundial en recuerdo de las víctimas de los accidentes de tránsito”. Por lo tanto, no voy 
a entrar en el tema de la inconstitucionalidad y simplemente quiero decir que hay voluntad unánime para 
encontrar una solución, aunque tal vez lo que hubo fue una falta de comunicación entre los Intendentes y 
los Legisladores. 


Como señaló el Intendente Carámbula, consideramos que se deben incorporar algunas 
modificaciones a la iniciativa, como el pase a la Junta -a pesar de que estamos autorizados a hacer la 
modificación sin pasarlo a la Junta- y el cambio de fecha para que, en lugar del 1% de enero de 2009, la 
fiscalización se haga a partir del 19 de enero de 2012. Creemos que este cambio en la fecha no modifica la 
esencia de la norma y evita las situaciones de fiscalización arbitraria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo es ese tema de la fiscalización? 


SEÑOR ZIMMER.- Que no se fiscalice a las personas que tienen vehículos empadronados antes del 1? de 
enero de 2012 de forma que hagan el trámite cuando ellos decidan. Por supuesto que no ingresan en esta 
modificación los autos cero quilómetro ni los que se empadronen a partir del 1% de enero de 2012. Como 
señalé, esta modificación de fechas fue conversada entre los Intendentes y no cambia la esencia del 
asunto. 


Ahora bien: ¿qué podría suceder si no se aprueba este proyecto de ley? Pronostico que vamos a 
tener que andar en ómnibus, taxi o remise, porque si en Montevideo paran a la gente de Colonia y se les 
exige que presenten la documentación en un plazo de 15 días o, de lo contrario, se los multa o se los 
manda al Clearing, la Intendencia de Colonia va a hacer lo mismo en el Cufré. Es decir que las personas 
que ingresen al departamento con autos que provengan de los lugares donde nos fiscalizan, van a tener el 
mismo trato: se los va a parar y deberán presentarse a los 15 días en Colonia con la documentación que 
acredite que viven en Montevideo y, si no es así, serán pasados al Clearing. Sin dudas, ese es el caos que 
se viene. Nadie va a dar marcha atrás cuando una ciudad fiscaliza mortalmente a los ciudadanos siendo 
que la gente viaja permanentemente a la capital por ser un país centralista. Incluso, la mayor parte de las 
empresas que están en el interior tienen su domicilio fiscal en la ciudad de Montevideo por razones de 


agilidad jurídica, por lo que esta es una situación que se va a dar inevitablemente si no le buscamos una 
solución en el año 2011. Lo aclaro porque siempre es bueno dejar sentada una opinión y una realidad. 


Por otra parte, -y lo hemos conversado con varios Intendentes- lo que no podemos seguir 
permitiendo cuando estamos ofreciendo una situación de igualdad de patentes, es que rijan las picardías. 
Me refiero, por ejemplo, a que se proponga que si se efectúa pago contado se hará una bonificación de 
tanto por ciento o que se hará lo propio con el buen pagador porque, de ser así, podrá pagarse igual en 
todos lados, pero si se establecen premios, evidentemente en algunos lugares la patente va a estar más 
barata. De no ser así, la situación es pareja para todos: los premios van a ser iguales y, a buen pagador, 
igual compensación; todo exactamente igual y nosotros manejaremos -a través del Congreso de 
Intendentes- las recaudaciones que serán volcadas, día a día, a las distintas comunas. Mantenemos dentro 
del Congreso de Intendentes el ámbito del cobro. 


Damos la solución final en un compromiso que habíamos asumido con el señor Presidente de la 
República, en donde se asegura una recaudación mínima porque, como bien saben los señores 
Legisladores, todo esto se está orquestando cuando ya tenemos el Presupuesto Quinquenal armado y 
ningún Intendente puede darse el lujo de perder dinero. Se aseguró por parte de la Presidencia de la 
República, a través de una Comisión en la que participaron los señores Frugoni, Cánepa y Cabrera, que 
ninguna comuna iba a perder recaudaciones, contando las del año 2010. Incluso aquella que cobrara más 
que en el 2010 se la iba a respetar. 


Tal vez esta solución pueda tener visos de inconstitucionalidad, pero es la única que tenemos; no 
contamos con una alternativa y advertimos que si esto no se logra, se viene el caos en la circulación. 


Es cuanto quería trasmitir. 
SEÑOR FALERO.- Muchas gracias por recibirnos. 
Considero que hay temas que debemos destacar o, por lo menos, dejarlos aclarados. 


Desde un comienzo tuvimos la meta de lograr un acuerdo con respecto a las patentes; este es el 
tercero y esperamos que dé resultados. El primero fue en Paso Severino y el segundo en el año 2005. 
Lamentablemente los dos primeros se dieron a través del Congreso de Intendentes y, luego, como 
consecuencia de que alguna Intendencia se bajaba, esos acuerdos se rompían. Este tercero tiene la 
característica de que participa el Poder Ejecutivo y que prevé sanciones que, de alguna forma, hacen 
pensar que de concretarse, este acuerdo va a tener más duración y que de una vez por todas podremos 
circular tranquilos. En reiteradas oportunidades he dicho al Intendente Carámbula que no veo el día en que 
podamos empadronar y circular sin mirar a qué departamento pertenecemos ya que somos todos 
uruguayos. Y creo que estamos ahí, muy cerca. 


Pero también es cierto que los Intendentes recibimos este proyecto de ley apenas quince horas 
antes de ser enviado al Parlamento. Deseo aclararlo porque en este sentido señalé al propio Presidente de 
la República que si bien acompañábamos la iniciativa con la mejor voluntad, debían reconocer que no 
podíamos levantar la mano y aprobar el proyecto en su totalidad, tal como venía redactado. Fue así que 
pedimos 48 horas y desde el departamento de San José -también nos consta que desde Flores y 
Florida- se hicieron algunas sugerencias antes de que fuera enviado al Parlamento. Una de ellas tenía que 
ver con la anuencia de la Junta Departamental. Para nosotros el tema no puede quedar como está porque, 
sin duda, tenemos la necesidad de que pase por la Junta Departamental. En San José no tenemos la 
anuencia previa; sin embargo, el Intendente de Canelones expresó que en alguna oportunidad la ha 
recibido. Necesitamos contar con la anuencia de la Junta porque como Intendentes vamos a ser 
responsables de la firma del SUCIVE. En nuestro caso, hemos elevado el tema a la Junta Departamental y 
en el Gobierno Departamental estamos convencidos de la necesidad de realizar esa modificación, o sea, 
no dando cuenta a la Junta Departamental, como dice el proyecto, sino contando con su aprobación. La 
Junta es parte del Gobierno Departamental. Nosotros no podemos tomar la decisión en forma personal; 


entendemos que es el Gobierno Departamental el que debe tomarla. Para nosotros esto debería ser 
modificado, pero en la Cámara de Representantes no se cambió. Tengo entendido -nos lo han hecho saber 
autoridades del Poder Ejecutivo- que se pensaba modificar en la Cámara de Senadores; esperamos que 
así sea por el bien del propio proyecto de ley. 


Con respecto al tema de la fiscalización -al cual muy bien se refirió el Intendente de Colonia- creo 
que es fundamental que se dé la modificación de la Ley de Tránsito, donde se manejaba como año base el 
2009. La idea es que se empiece a fiscalizar desde el año 2012, si es que se logra el acuerdo. El 2009 es 
el año que se había acordado anteriormente; obviamente, en esta instancia no regirá ese año porque 
aquel acuerdo no se concretó. 


Como se dijo, sin duda todos vamos a tener un costo político. Desde el comienzo dijimos que 
pretendíamos llegar a un acuerdo que no fuera hacia arriba sino, por lo menos, hacia una media. El Poder 
Ejecutivo nos ha hecho llegar algunos datos, pero debo dejar bien en claro que lo único que tiene la 
Intendencia de San José -y creo que también las demás- es una hoja de cálculo en la que se establece que 
determinado vehículo, de tal año a tal año, paga igual, menos o más, pero todavía no disponemos de los 
números concretos. De todos modos confiamos en esa planilla y por eso en San José estamos 
defendiendo el acuerdo de patentes basándonos en ella, pagando un costo político porque es obvio que 
hay vehículos que van a ver incrementadas las patentes. También es real que hay vehículos que hoy están 
pagando menos que los usados. De alguna manera se pretende generar una justicia tributaria en el tema 
de las patentes de rodados. 


Un tema que planteó el Intendente de Flores -que hoy no está presente en esta delegación- es 
que la base de recaudación del año 2010 ajustada por IPC no solo fuera hasta el año 2015, sino que 
durara algún tiempo más; teniendo en cuenta que estaríamos firmando por 15 años, no vemos por qué no 
se podría hacer eso. 


En cuanto al subsidio o aporte que debe realizar el Gobierno para que las Intendencias no 
pierdan, debemos destacar que la base de cálculo que se toma es del año 2010, ajustada por IPC, pero 
todo vehículo nuevo que va ingresando al parque automotor va a ayudar a que ese subsidio disminuya año 
tras año, por lo que quizás en tres o cuatro años se logre un equilibro de los montos que debe aportar en 
una primera instancia el Poder Ejecutivo. Ese es un tema que me parece que se debe analizar. Por tanto, 
no sería tan dramático si alguna Intendencia necesita que se extienda esa base de cálculo más allá del año 
2015. En lo personal, considero que el tema que concretamente planteó la Intendencia de Flores - 
correspondía mencionarlo en representación de los compañeros que así lo pidieron- se podría atender. 


En términos generales, quería hacer esas tres apreciaciones: nos interesa contar con la anuencia 
de la Junta y que esta participe sí o sí; necesitamos tener una base de recaudación; y que se modifique la 
Ley de Tránsito para evitar una fiscalización de vehículos empadronados con anterioridad a este acuerdo. 
Esos son los tres puntos concretos que queríamos plantear. Me parece que no estamos pidiendo nada 
descabellado porque de alguna manera eso facilitaría la tarea de los Intendentes -sobre todo aquellos que 
tenemos que dar la cara en el caso de vehículos que verán incrementada su patente- en el entendido de 
que podríamos defender la ley aun con más fuerza. 


Nada más, muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que les vamos a entregar una nota que recibimos de la Asociación 
de Arrendadores de Autos Sin Chofer, en la que nos plantean sus inquietudes respecto a este tema y nos 
solicitan una entrevista, pero creemos que es bueno que ustedes también conozcan esas opiniones. 


Ingresando a la consideración del tema, queremos formular unas preguntas al señor Presidente 
de la Mesa del Congreso de Intendentes. 


En primer lugar, hay algo que ya fue dicho por el señor Intendente Falero, pero que es importante 
tener en cuenta para la futura discusión, y es que tenemos el ánimo de mejorar el proyecto de ley 
introduciéndole modificaciones que consideramos importantes; o sea, la idea es que no se apruebe tal 
como vino de la Cámara de Representantes. Efectivamente, el Congreso de Intendentes aceptó el 
concepto de tener una ley que regule una patente única nacional, pero cuando se aprobó por unanimidad 
esa idea no se disponía del texto del proyecto de ley y es por lo que algunos Intendentes también quieren 
promover modificaciones. Algunas fueron planteadas luego en forma aislada -no sé si al Congreso o al 
Poder Ejecutivo- pero como no fueron recogidas en el proyecto de ley, surge la necesidad de introducirlas. 


Un tema fundamental -quiero confirmar si efectivamente es así- es que no se dispone de los 
aforos. El Poder Ejecutivo habría quedado en enviarlos -tal como dijo el señor Falero, unos aumentan y 
otros disminuyen- pero por el momento no se sabe exactamente cuál será el valor de aforo de los 
vehículos. En consecuencia, si aprobáramos el proyecto de ley tal como está, estableceríamos valores 
futuros a ciegas. Entendemos fundamental que el Poder Ejecutivo haga conocer al Parlamento la tabla de 
aforos, aunque después sea el Congreso de Intendentes el que la termine aprobando. Evidentemente, 
tanto para los Legisladores como para los Intendentes, a la hora de dar su visto bueno a un proyecto de ley 
es indispensable saber qué valores tendrá esa tabla a partir del 1% de enero. 


Creo que todos estamos de acuerdo en que haya una patente única a nivel nacional. En principio, 
no habría elementos para discutir el hecho de que un auto pague un valor de patente en un punto del país 
y que por un modelo idéntico del mismo año, en otra ciudad pague un valor absolutamente distinto. 


El tema más importante y que, a nuestro juicio, no está suficientemente contemplado en el 
proyecto de ley, es el de la eliminación de la denominada “guerra de las patentes”. Un asunto es el de la 
patente única y otro el de la llamada “guerra de las patentes”. ¿Por qué? Por supuesto que los señores 
Intendentes aquí presentes lo saben, pero me refiero a que no está contemplado en el proyecto de ley 
porque prevé hacia futuro que los ingresos de las Comunas por el rubro Patente de Rodados se darán en 
función de la cantidad de empadronamientos que tenga cada una. Quiere decir que se podría ir 
nuevamente a la conocida guerra de las patentes, porque las Intendencias tendrán más o menos ingresos 
de acuerdo con la cantidad de empadronamientos logrados. En consecuencia, parecería lógico que la 
norma sancionara a las Comunas que persiguieran a los contribuyentes de otros departamentos. De lo 
contrario, por más ley que se apruebe, nunca se encontrará una solución si no se prevé la eliminación de 
la llamada “guerra de las patentes”. Pregunto a los señores Intendentes si no creen necesario preverla en 
el proyecto de ley y sancionar a las Intendencias que persiguieran a los contribuyentes. Diría más: en el 
tema de la “guerra de las patentes”, ¿no creen necesario eliminar la ley anterior, por la que se introducen 
normas sobre el empadronamiento de vehículos automotores? Lo pregunto porque seguramente será la 
que utilizarán para perseguir a los contribuyentes. 


Considero necesario incluir en el texto alguna disposición para defender al contribuyente. Si bien 
es importante que haya patente única, que las Intendencias se pongan de acuerdo, que se arreglen las 
dificultades existentes en el alumbrado y que las Comunas reciban aportes suficientes para dar respuesta a 
las necesidades cada vez más grandes que enfrentan -nadie niega que muchas hoy van más allá de sus 
propios cometidos por una necesidad de dar respuesta al contribuyente- también es necesario defenderlo. 
Me parece fundamental que el tema de la “guerra de las patentes”, entre otros, esté previsto en el proyecto 
de ley; de lo contrario, dentro de tres años se plantearán nuevos problemas. Se me ha dicho que hay un 
acuerdo verbal, del que incluso participó el señor Intendente Zimmer, por el que el señor Presidente 
aseguró: “Quédese tranquilo, Intendente, que Montevideo no va a perseguir más”. Él mismo planteaba 
recién que, si no, se va a parar en el arroyo Cufré. Está bien que se haga un pacto verbal, pero no es 
suficiente, por lo menos para nosotros y tampoco para los señores Intendentes, porque quien hoy lo sea, 
mañana puede no estar ejerciendo ese cargo. Muchas veces los pactos verbales comprometen a las 
personas, pero no necesariamente a las instituciones. Me detengo en este tema porque lo considero 
absolutamente fundamental, por lo menos en mi posición, pues si bien era contrario al acuerdo, cada vez 
estoy más cerca de votar el proyecto de ley, pero quisiera ver la posibilidad de introducir las modificaciones 
mencionadas para subsanar los aspectos que he mencionado. 


El siguiente punto al que quiero referir tiene que ver con las Juntas Departamentales. Consulto a 
los señores Intendentes si consideran que el tema que voy a plantear se puede subsanar incluyendo un 
artículo que establezca dos posibilidades, porque considero que este asunto debe pasar por la Junta 
Departamental. No me sirve la interpretación que he escuchado acerca de que hay una ley en virtud de la 
cual el asunto ya estaría aprobado para muchas Intendencias. Estoy en desacuerdo con esa posición y 
entiendo que debe pasar por la Junta Departamental. Lo está reclamando el Congreso Nacional de Ediles y 
lo dice la Constitución muy claramente. A los efectos de facilitar la aprobación, mi idea sería establecerlo a 
texto expreso con dos modalidades: una, con mayoría simple; y, otra, con mayoría de dos tercios, de 
acuerdo con lo que establece la Ley Orgánica Municipal. Si se logra mayoría de dos tercios, está 
solucionado el problema y habrá acuerdo por quince años, que es la intención inicial. De no ser así y 
obtenerse mayoría simple, tendrán acuerdo por el período de Gobierno y, cuando este cambie, se habrá de 
requerir nuevamente dicho acuerdo. La inclusión de un artículo de tal naturaleza en el proyecto de ley sería 
una manera de facilitar el cumplimiento, reconocer a las Juntas Departamentales y salvar la observación 
constitucional más contundente que se nos ha hecho. En ese sentido, el respeto de la Constitución nos 
parece muy importante. 


Ahora paso a considerar otro tema. Muchos Intendentes nos han planteado que la recaudación a 
tener presente no debe ser la del año 2010, sino la del 2011 -supongo que es un asunto conocido por los 
Intendentes que nos visitan- porque entienden que sobre esa base es más justo el acuerdo. Por lo tanto, 
piden que se introduzca esa modificación en el proyecto de ley, es decir, que no se establezca el año 2010 
como referencia, sino el 2011. 


De acuerdo con lo que me acabo de enterar, según expresiones del Intendente Zimmer que me 
parecieron muy oportunas, ¿no es necesario establecer en la ley lo relativo a la fiscalización a partir de 
2012? Si hay una ley vigente que así lo indica a partir de 2009, creo que no costaría nada establecerlo. Es 
como decir que no miramos más para atrás y ahora el problema empieza el 1? de enero. O sea: “Portate 
bien a partir del 1% de enero; si te portaste distinto -no sé si mal- antes, no pasa nada.” Entonces, quizás 
tengamos que introducirlo en la ley. 


A continuación voy a referirme a aspectos que había marcado como diferentes, pero que voy a 
juntar en un solo tema. Con respecto a la defensa del contribuyente, el señor Presidente del Congreso dijo 
que ya se acabó aquello de que cada uno pondrá por el pago contado un beneficio con distintos premios. 
Considero que eso no está bien y que hace a la defensa del contribuyente. De repente se puede establecer 
un acuerdo general y que el que pague contado tenga un 20% de descuento en Artigas, en San José o en 
Montevideo. Creo que la defensa del contribuyente es importante y el pago contado siempre es bueno. El 
problema es si el premio lo establece solamente el departamento de Flores, o Canelones, pero podría 
implantarse la posibilidad de dar premios de carácter general. De repente a las Intendencias Municipales 
mañana se les ocurre dar un beneficio a quien esté al día con el pago de todos sus tributos, además de 
tener un beneficio en el pago de la Patente de Rodados. Esto siempre custodia y defiende al contribuyente. 


Como dije, ese tema quiero sumarlo a otro y, si me permite el señor Intendente Zimmer, voy a 
manifestar una discrepancia. Creo que siempre hay que defender al más necesitado porque, sin lugar a 
dudas, la mejor política es dar oportunidades, desde el Gobierno y las leyes, para proteger a quienes están 
más rezagados y tienen menos defensa. Sin embargo, tengo la impresión de que este proyecto de ley, en 
algunas cosas puede atentar contra la seguridad en el tránsito, por ejemplo, si empezamos a premiar con 
el no pago de patentes a quienes tienen vehículos anteriores a 1985 o 1975. También está el caso de la 
defensa de la clase media, cuyo sueño -luego de comprar su casa- es tener un cero kilómetro. Actualmente 
se pueden vehículos cero kilómetro por US$ 8.000 o US$ 10.000, pero según la cifra que se estaba 
manejando, se les iba a poner una patente de 4,5%. De esa manera se agravaría el tema de los cero 
kilómetros en dos sentidos: en el valor de la patente y en el costo del vehículo. ¿Por qué? Porque como 
consecuencia de esta ley se aumentará el IMESI en un 30%, lo que aumentará el precio de los cero 
kilómetros entre un 12% y un 15%. Además, quien va a comprar un cero kilómetro no es un millonario, sino 
un trabajador que entregará un auto que vale US$ 3.000 y le quedará una diferencia de US$ 5.000 que 
deberá pagar en 24 o 48 cuotas. Consulto, entonces, si es definitivo que la patente del cero kilómetro será 
del 4,5%; quizás esté vinculada con la tabla de aforos de la que todavía no se dispone. 


Estas son las preguntas que quería formular; algunas las hemos conversado a nivel del Directorio 
del Partido Nacional, otras con los Intendentes nacionalistas y también hay inquietudes propias, 
compartidas con algunos compañeros. En mi opinión, todas responden al espíritu positivo de buscar 
mejorar el proyecto de ley. 


SEÑOR CARÁMBULA.- He anotado ocho planteos que surgirían de las preguntas del señor Presidente. 


El primero de ellos tiene que ver con el texto del proyecto de ley y con los tiempos. A este 
respecto, quiero reiterar lo expresado en la resolución del Congreso de Intendentes: “El Congreso Nacional 
de Intendentes aprueba en general los proyectos de creación de un sistema único de cobro de ingresos 
vehiculares y de subsidios para la extensión y fomento de la eficiencia energética de los sistemas de 
alumbrado público departamentales. 


El trabajo de los Legisladores dará sustancia y debida forma a este histórico acuerdo, que viene a 
eliminar por un lado distorsiones y conflictos, y por otra parte a contribuir a la seguridad de los ciudadanos”. 
Ese fue el espíritu con el que se trabajó, prácticamente, junto con el Poder Ejecutivo, y nos llevó más de un 
año el armado de esta solución. Los aspectos más importantes a destacar tuvieron que ver con la 
información -con la que hasta ese momento no se contaba- y con que se trabajó sobre la base de los 
resultados reales que podría tener esta iniciativa. Justamente, se analizó Intendencia por Intendencia a 
partir de los valores de recaudación. Quiero señalar que cada Gobierno Departamental tiene un sistema 
absolutamente diferente de cobrar este tributo y que estos valores distintos repercuten en su presupuesto 
general. 


De esa manera se fue procesando la solución. Hay un Intendente que siempre dice que esto, 
antes que nada, es un acuerdo económico, y todos coincidimos en ese sentido. Es decir que cada cual 
tiene hecha la previsión de lo que recauda por concepto de patente y de lo que esto significa en su 
presupuesto; entonces, lo primero era acordar ese punto. 


Quiero subrayar que nos llevó más de un año ponernos de acuerdo y por eso la resolución apuntó 
a aprobar, en general, los aspectos que consideramos importantes, es decir, el concepto y la decisión 
política de alcanzar la patente única. En el Congreso se dijo, por parte de varios Intendentes, que se 
trataba de una decisión esencialmente política adoptada en un ámbito político. O sea que estamos 
hablando de la voluntad política de llegar a un acuerdo en materia de patente única a nivel nacional para 
beneficio de la gente. 


En cuanto al proyecto de ley en sí, quiero decir que, efectivamente, quedó finalizado poco tiempo 
antes de ser enviado al Parlamento. Se abrió un espacio donde expresamente el Poder Ejecutivo recogió 
las inquietudes y los planteos de cada uno de los Gobiernos Departamentales sobre el tema. Vale decir que 
algunos aspectos se analizaron y otros se remitieron tal como estaban previstos inicialmente porque el 
espíritu era justamente ese al que nos referimos. 


O sea que, como dije, aquí hay bastante más de un año de trabajo desde la primera 
comparecencia del Presidente de la República en el Congreso de Intendentes, a la que concurrió una vez 
instalados los nuevos Intendentes, hasta la reunión en octubre del año pasado en la Estancia de 
Anchorena. 


Respecto a los aforos debo decir, en primer lugar, que se trabajó con toda la información 
pertinente y, en segundo término, que se analizó la situación de cada una de las Intendencias, 
considerando los vehículos que abarcaba cada una. El Poder Ejecutivo dispone actualmente de los datos 
exactos del parque automotor que cada Intendencia administra. Entonces, como dije, se trabajó con cada 
Intendencia, una por una, haciendo los cálculos de lo que le iba a representar, en más o en menos, este 
acuerdo, por franja, por vehículo y por año, según las distintas escalas de los valores de mercado. Hay 
instalada una Comisión Intermunicipal de Aforos del Congreso; el Poder Ejecutivo, la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, la Presidencia, el Ministerio de Economía y Finanzas y los Intendentes 


designaron dos representantes de cada partido para trabajar en ella, de manera de tener absoluta 
tranquilidad en este sentido. 


En lo que hace a “la guerra de patentes”, entiendo razonable la preocupación planteada por el 
señor Presidente porque como anteriormente hubo acuerdos que no se cumplieron, es válido pensar que 
pueda reeditarse. Acá hay un acuerdo -del que tengo el texto- aprobado el 13 de enero por unanimidad en 
el Congreso de Intendentes, en función del cual la Intendencia o el Gobierno Departamental que no lo 
respete verá retaceada la partida que llega del Gobierno Nacional, a partir de lo que fijamos 
quinquenalmente en el Presupuesto, en tanto el cumplimiento de la patente única a nivel nacional es parte 
de los compromisos de gestión. Como el señor Presidente manifestó, una cosa es el acuerdo de palabra 
que todos tendemos a respetar -y es bueno que así sea- y otra la búsqueda de mecanismos de resguardo 
para que se cumpla. Hasta el momento, como solo ha estado en manos del Congreso de Intendentes, la 
experiencia ha fracasado en dos oportunidades. Como dije en la introducción, hasta los militares 
fracasaron, porque a pesar de la voz del mando superior, no lograron poner de acuerdo a los Intendentes 
interventores de aquel momento. 


Nos parece que el acuerdo realizado por la unanimidad de los Intendentes facilita el cumplimiento, 
sin perjuicio de lo cual sentimos que el gran beneficiado va a ser el usuario, dado que la patente va a ser 
igual en Tacuarembó, Rivera, Maldonado y Rocha. Con eso terminaremos con el peregrinar de los 
contribuyentes para buscar la patente más barata. Esta evolución -y por eso el planteo realizado por el 
señor Intendente Zimmer- va a generar la estabilización, en función de que los valores serán similares. 
Comprendo la preocupación señalada por el señor Presidente de que luego de realizar entre todos este 
gran esfuerzo -me refiero al Poder Ejecutivo, a los Intendentes y al Parlamento, que son los que trabajan 
en esta mejoría- fracase una vez más. Creo que los dos mecanismos de resguardo señalados nos van a 
permitir cumplir con el proyecto de ley tal cual está. 


Con respecto a las Juntas Departamentales, nosotros estamos en la misma tesitura de allanar 
todo lo que ayude a que en el Parlamento se mejore y se vote -como lo dijo el señor Presidente- con el 
mayor respaldo político posible, lo que le dará la fuerza que este acuerdo necesita. 


En lo que tiene que ver con la consulta o el envío a la Junta Departamental -no lo digo en nombre 
del Congreso de Intendentes, porque no quiero abrir opiniones que no representen lo acordado- a título 
personal menciono que lo agregado en la consideración de la Cámara de Representantes abre esa 
posibilidad, o la contempla en el sentido de ajustarnos a lo que marca la Constitución. En particular creo - 
ahora sí hablo en nombre del Congreso de Intendentes- que todos estamos dispuestos a realizar el envío a 
la Junta Departamental. Me parece interesante la apreciación que hacía el Presidente en cuanto a dejar 
abiertas las dos posibilidades, pero no quiero extenderme en un tema que es de resorte de los 
parlamentarios. Además, en ese sentido tengo un mandato del Congreso a cumplir. Por nuestra parte, en 
Canelones enviaremos este proyecto a la Junta Departamental, independientemente de que ya haya sido 
aprobada -así como en muchas otras Intendencias- la facultad para que, cuando el Congreso de 
Intendentes -que es un órgano constitucional- tome una decisión en materia de aforos, la Junta faculte al 
Intendente a cumplirla. 


En quinto lugar, en cuanto a la recaudación 2011, hay que tener en cuenta un tema práctico, 
pues si nosotros contemplamos dicha recaudación, no llegamos a tiempo. Para poder poner en marcha 
este sistema en enero de 2012 -como todos queremos- tendríamos que trabajar con los valores de 2010, 
que son los que tenemos; de lo contrario, los cálculos no estarían cerrados en tiempo y forma para la fecha 
indicada. Por ese motivo, los Intendentes acordamos que se tome la recaudación 2010; además, de alguna 
manera, es la que marca la proyección presupuestal. 


En el sexto planteo, que tiene que ver con la fiscalización a partir de 2012, en nombre del 
Congreso -no en particular- debo decir que los Intendentes -incluida la Intendenta de Montevideo- tenemos 
la mejor disposición para allanar caminos -la Intendenta ha planteado el tema expresamente al Intendente 
Zimmer- y existe un compromiso en cuanto a evitar que, a partir de 2012, una nueva fiscalización que no 
esté en el espíritu de la ley altere esta voluntad. En ese sentido, tenemos la mejor disposición en cuanto a 


que se encuentren los caminos que se entienda convenientes aquí en el Parlamento, a fin de que esto no 
sea un obstáculo. Ahora bien, dado que muchos ciudadanos empadronan en distintos lugares a aquellos en 
los que viven y circulan por departamentos en los que no empadronaron, hoy no hay un control de pago de 
las multas ni de la patente. Actualmente, tanto en el pago de las multas como de la patente, hay una 
morosidad muy alta: en el caso de las multas se eleva a más de un 50% y en el de la patente también es 
un porcentaje alto, pues la gente empadrona en un departamento y, como luego no se la fiscaliza, no 
cumple. Hay una pérdida de recaudación que no afecta a una Intendencia, sino en general a todos los 
Gobiernos Departamentales. Entendemos que este acuerdo de carácter nacional con un sistema único de 
cobro nos va a facilitar esa tarea. 


En cuanto al séptimo punto planteado, todos estamos de acuerdo en que el tema del buen 
pagador debe ser laudado también con un criterio colectivo de carácter nacional. Hasta ahora se ha 
permitido -lo hablábamos con el Intendente de San José- premiar de diferentes formas -existen 
numerosísimos ejemplos en todas las Intendencias- pero justamente eso ha distorsionado el valor único. 
Entonces, creo que debemos tener una enorme prudencia para que, por la vía de bonificaciones de distinto 
tipo, no se nos vuelva a escapar de las manos el tema de la patente única a nivel nacional. O sea que, 
comprendiendo el planteo y valorando el tema de premiar al buen pagador, nos parece que debe ser 
acordado de una sola manera a nivel nacional. 


Con respecto al valor del 4,5% del aforo de los autos cero kilómetro, se trata de un tema en el 
que estamos trabajando y que todavía no está laudado, pues hay distintas inquietudes. De todos modos, 
ese asunto se analizará en la Comisión de Aforo, integrada por el Congreso y el Poder Ejecutivo, que está 
trabajando en forma muy intensa porque necesariamente debemos pensar en que el proyecto de ley se 
apruebe y en enero de 2012 tengamos el valor único. Quiere decir que debemos seguir trabajando en ese 
sentido. 


El valor que maneja el señor Senador era el que se venía utilizando hasta ahora debido a los 
sucesivos acuerdos que se aprobaron en el Congreso Nacional de Intendentes. En el año 2008 dejábamos 
atrás la historia de “la guerra de las patentes” y diversos puntos y, a partir de enero de 2009, nos 
pondríamos de acuerdo en un valor único para los autos cero kilómetro y acordaríamos una cifra como 
aforo. De todas formas, diría que hoy todavía no se ha concretado el valor del aforo del auto cero kilómetro. 


De esta manera creo que he respondido a los ocho puntos que planteó el señor Presidente. 


SEÑOR MOREIRA.- Queremos dar la bienvenida a los señores Intendentes. Estamos escuchando con 
mucha atención su argumentación y las explicaciones que nos están brindando sobre un tema importante, 
candente y de gran repercusión en todo el territorio nacional. 


Hemos escuchado lo expresado por el Intendente Carámbula sobre lo que habían planteado los 
Intendentes Falero y Zimmer sobre dos o tres puntos que son fundamentales. Uno de ellos tiene que ver 
con el pasaje de este tema por las Juntas Departamentales. Comparto que esta propuesta tiene que pasar 
por uno de los dos órganos de los Gobiernos Departamentales porque, además de lo formal y lo 
constitucional -aspecto que personalmente considero ineludible- tiene aspectos de legitimidad. En las 
Juntas Departamentales están representadas distintas corrientes políticas y los Ediles están sentados allí 
por el voto popular. Por lo tanto, se perdería consistencia y legitimidad si esta propuesta no pasara por 
cada una de las 19 Juntas Departamentales. Quizás en algún departamento no sea una tarea sencilla que 
la Junta Departamental apruebe un régimen de esta naturaleza, sobre todo en aquellos casos -como dijo 
el Intendente Zimmer- donde esto va a significar un aumento sostenido de las patentes de los autos de los 
últimos tres, cuatro o cinco años. Evidentemente, a nadie le gusta pagar más; más allá de cualquier 
consideración legal, a este respecto el contribuyente no tiene color político y le gusta pagar barato. 
Seguramente los Intendentes Zimmer y Falero saben que en Colonia y San José hay miles de 
contribuyentes -algunos de esos departamentos, pero otros no- que van a sentir un impacto en esta 
materia. Por lo tanto, el pasaje de este tema por las Juntas Departamentales le daría -sobre todo 
porque hay situaciones que no son agradables- una legitimidad que es absolutamente imprescindible. 


Por otro lado, tal como dijo el señor Presidente, hay que terminar con la guerra de las patentes y 
evitar que se genere otra nueva el próximo 2 de enero -sobre todo en Montevideo, que parece ser 
el departamento más afectado por este tema- si los inspectores salen a “cazar” vehículos matriculados en 
Colonia, San José y Flores, es decir, los departamentos donde las patentes son más baratas. Por ello me 
agrada que el Intendente Carámbula exprese y avale lo que el resto de los Intendentes están pidiendo, es 
decir, la derogación lisa y llana de la ley que impone el empadronamiento del vehículo en el lugar del 
domicilio o el trabajo habitual, o simplemente que el año 2012 sea una nueva etapa, como lo fue el 2008 
con la ley aprobada anteriormente. Si se cambia ese criterio, se va a contribuir a que no se desate una 
nueva guerra de patentes en base a otras razones: la recuperación de contribuyentes en función del 
subsidio que se da a determinados departamentos. Eso es absolutamente vital. 


Este proyecto de ley fue remitido con media sanción de la Cámara de Representantes, pero 
muchos Diputados del Partido Nacional expresaron que lo votaban en general sujeto a que se le hicieran 
determinadas modificaciones en el Senado. Ahora bien, la Bancada de Senadores del Partido Nacional 
está de acuerdo en introducir modificaciones al proyecto de ley -no sabemos todavía cuáles son- pero 
dependerá mucho de la voluntad del partido de gobierno. Los cambios tienen que ver con que este 
proyecto pase por las Juntas Departamentales y se elimine o modifique la fecha prevista en la ley. Otro 
aspecto por el cual no me animo a votar este proyecto de ley tiene que ver con el monto de los aforos y de 
las alícuotas que se van a aplicar sobre estos, de lo cual surge el importe final que se va a pagar por 
patente. 


Como decía el señor Senador Gallinal, no podemos votar a ciegas. Tan importante como lo que 
aquí está escrito es lo que no lo está o el contenido económico final que surgirá de una Comisión integrada 
por representantes de la OPP, del Ministerio de Economía y Finanzas y del propio Congreso de 
Intendentes. Precisamente, el contador Linder Reyes -que es un experto en estos temas- está trabajando 
mucho, pero me parece que para aprobar o no esta iniciativa urge que tengamos, por lo menos, un número 
general sobre cuánto va a impactar y qué va a representar en determinada franja de vehículos; además de 
las formas jurídicas constitucionales, es muy importante el impacto económico que esto genera. Advierto 
que en varios artículos se busca la homogeneidad del tributo, porque no solo se alude a los montos sino 
también a los descuentos. En efecto, en el artículo 9% se hace referencia a “todo otro aspecto que 
contribuya a la homogeneidad del monto del tributo a nivel nacional” y se alude a “los valores de aforo 
vehiculares, alícuotas a aplicar sobre los mismos y todo otro elemento necesario para calcular el valor del 
impuesto a los vehículos de transporte”. Eso está bien contemplado en el proyecto de ley, pero creo que 
con las trampitas del descuento por pago contado que se hace al buen pagador -me refiero al hecho de 
recurrir a ese tipo de procedimientos que tanto se han utilizado- se estaría burlando el espíritu de la norma. 


Por mi parte, encomiendo a la Comisión que se ha constituido a que, en términos más o menos 
generales, nos permita saber cuánto va a representar el aumento o la disminución del tributo en el 
panorama nacional y, en particular, en los diversos departamentos. Creo que ese es un tema que debemos 
conocer antes de levantar o no la mano para votar. 


Me quedo con esa preocupación porque incluso advierto que el asunto de la fiscalización no está 
referido en ninguna parte del proyecto de ley, sino que en él se alude a la suscripción del contrato que 
ahora se va a signar y al cumplimiento de todos sus términos. 


Además, debemos tener en cuenta los plazos. Hoy es 21 de noviembre y a esta Comisión le 
quedan pocos días antes de que sobrevenga la aprobación ficta. Todos los plazos que están previstos en la 
norma -se alude al 31 de octubre y al 15 de noviembre para elevar aforos y luego aprobarlos- están 
vencidos, por lo que venimos en una carrera contrarreloj. 


Simplemente señalo estos elementos y espero que de parte del partido de gobierno exista la 
voluntad política como para hacer las modificaciones a las que hacían alusión los tres representantes del 
Congreso de Intendentes. 


SEÑOR DA ROSA.- Como recién decía el señor Senador Moreira, quiero agradecer la presencia de los 
representantes de la Mesa del Congreso de Intendentes, institución a la que pertenecí durante diez años y 
en la que más de una vez nos ocupamos de este problema. Incluso, en el primer período en el que estuve 
al frente del Gobierno Departamental de Tacuarembó, cuando se celebró el Acuerdo de Paso Severino, 
debí pagar un costo político bastante importante porque tuve que ajustar los valores de las patentes para 
quedar dentro de ese pacto. Quiere decir que en aquel momento tuve que incrementar el valor de la 
patente para quedar comprendido dentro de las escalas y los niveles del Acuerdo de Paso Severino. De 
modo que hablo con cierta autoridad sobre el tema, porque además en aquel momento creí que todos 
íbamos a cumplir ese Acuerdo, lo que después no ocurrió. 


En cuanto al tema de la intervención de las Juntas Departamentales, coincido en que las 
modificaciones o, mejor dicho, los agregados que hizo la Cámara de Representantes acercan el proyecto 
de ley a las normas constitucionales en la materia. Pero, además, tal como lo señalaron los doctores 
Luzardo y Esteva -dos destacados Profesores de Derecho Constitucional- en la Cámara de 
Representantes, más allá de que la ley consagre o no la intervención de las Juntas Departamentales, 
necesariamente debe darse su participación porque la Constitución es una norma de rango superior y, por 
lo tanto, ningún Intendente puede prescindir de su colaboración. Si esto es así, parece claro que no existe 
razón alguna para pretender soslayar, negar o burlar lo dispuesto en la Constitución. A menos que ella sea 
modificada, necesariamente debe existir el pasaje por la Junta Departamental. 


Existe otro tema al que me quiero referir, sobre el que me gustaría escuchar la perspectiva de 
nuestros invitados, no porque no lo entienda, sino porque creo que es importante que quede registrado en 
la versión taquigráfica. 


El artículo 8%, relativo a las sanciones, fue definido por algún jurista como una especie de 
cláusula penal de un contrato, porque consagra determinadas sanciones en caso de no cumplimiento del 
acuerdo. En este sentido, quiero subrayar que son pocos los constitucionalistas que sostienen que esto es 
inconstitucional; incluso quienes han critican seriamente las inconstitucionalidades que pueda tener el 
proyecto de ley, no las constatan específicamente en este artículo. De cualquier manera, creo que es 
importante analizar este tema porque se trata de algo que los Intendentes van a vivir directamente. Así 
pues, me gustaría conocer el punto de vista del Congreso en esta materia, que indudablemente es 
polémica y puede generar, incluso a nivel del pasaje por las Juntas Departamentales, alguna dificultad en 
cuanto a los mecanismos que se establecen como sanción. 


En lo que tiene que ver con los controles o fiscalizaciones que se deban realizar, comparto lo 
expresado por el señor Presidente de la Comisión en cuanto a que debería haber algún tipo de disposición 
que prevea esta clase de situaciones para el futuro. Digo esto porque hoy están unos, pero mañana 
vendrán otros, y aunque a veces, naturalmente, los criterios varían según de quién se trate, lo cierto es que 
las instituciones quedan. 


Quiero señalar también que comparto el criterio expresado por el Intendente Zimmer en el sentido 
de que si en este proyecto de ley modificamos la norma relativa a los domicilios de los contribuyentes y, 
específicamente, la fecha a partir de la cual se realizan los controles, se avanzaría bastante en la 
prevención de este tipo de conflictos. Si las fiscalizaciones se pueden realizar a partir del 1% de enero de 
2012, en vez del 1? de enero del 2009, se supone que si vamos hacia un régimen de patente única, de 
unificación o de homogeneización de valores -como señaló uno de los constitucionalistas consultados- 
evidentemente los controles y fiscalizaciones no tendrán la misma justificación ni importancia. Pero muy 
distinta sería la situación si ahora no se dispusiera nada, es decir, si no se modificara esa norma anterior, 
porque entonces sí podría dar lugar a que se revisaran las situaciones en función de lo anterior. Creo que, 
en este aspecto, esa idea de “lo pasado, pisado”, va con la filosofía del acuerdo en este tema, porque si se 
siguen haciendo fiscalizaciones no terminaremos más; por más que en la letra de la ley queramos superar 
el problema, de alguna manera seguirá planteado. Sería una lástima que esto, que ya no es simplemente 
un acuerdo entre Intendentes, sino una iniciativa nacional, se viera frustrado, lo que sin duda traería 
consecuencias negativas, tal como hace unos momentos señaló el señor Intendente Zimmer. 


Pero, además, en caso de que no se llegue a un acuerdo, se va a generar algo que muchas 
veces hemos comentado entre quienes fuimos Intendentes: se va a activar una carrera para ver quién baja 
más la patente. Así, puede llegar un momento en el que ese rubro pase a ser absolutamente 
intrascendente. Los nuevos Intendentes que asuman podrán querer bajar la patente a montos menores que 
los fijados en otros departamentos, y así no sólo se seguirá agravando la guerra de patentes, sino que se 
hará mella en los propios ingresos y presupuestos de las Intendencias. Es verdad que el rubro patente de 
rodados no tiene la importancia que tenía cuando había unos pocos autos en el pueblo, como algunos Ford 
8 que difícilmente salían a las rutas nacionales; hoy tenemos vehículos de alta tecnología, rutas nacionales 
que permiten rápidos desplazamientos y, obviamente, detrás de todo esto, asuntos de enorme complejidad. 
Siempre digo que la diferencia que existe entre el rubro Patente de Rodados y otros, como por ejemplo, la 
Contribución Inmobiliaria, es que mientras una chacra, una casa o un campo no se pueden mover de un 
lugar a otro, los vehículos sí pueden hacerlo -y lo hacen- rápidamente. 


Por lo tanto, comparto la filosofía del acuerdo y ratifico la voluntad de introducir algunas 
modificaciones que mejoren el proyecto de ley desde el punto de vista legislativo, sin alterar la sustancia 
de lo acordado. 


Por otra parte, dejo planteada la consulta acerca del artículo 8% y cómo lo perciben los 
Intendentes, que son quienes pueden sentirse afectados por las dudas que puedan suscitarse. Me gustaría 
conocer su visión, no tanto desde el punto de vista constitucional, sino de la conveniencia de establecer 
esta norma en el proyecto. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Personalmente considero que, sin duda, este es un gran avance. Como Intendente, 
integré el Congreso de Intendentes antes de que fuera institucionalizado -aunque no fui contemporáneo de 
ninguno de los que hoy están acá- y, a raíz de esa experiencia, tengo un punto de vista claro a este 
respecto. 


Desde el año 1985 se han hecho intentos por unificar la patente y muchas veces el acuerdo que 
se alcanzaba a nivel del Congreso de Intendentes, después se frustraba porque las Juntas 
Departamentales votaban en contra. Esto dio lugar a que se institucionalizara el Congreso de Intendentes, 
lo que permitió a los Intendentes firmar acuerdos con el Gobierno Nacional. En este caso, me parece que 
estamos ante un típico acuerdo con el Gobierno Nacional, y en ese sentido creo que es peligroso que el 
artículo 2* establezca: “Autorízase a los Intendentes, dando cuenta a la Junta Departamental, a ceder los 
derechos de cobro”. ¿Por qué creo que lo es? Porque puede ocurrir que en la Junta Departamental se vote 
en contra. De ser así, el acuerdo cae, dado que la SUCIVE -que sea crea por el artículo 1*- es la que 
tendrá los derechos de cobro de las patentes, etcétera. Ahora bien, la redacción del citado artículo es 
correcta teniendo en cuenta el artículo 262 de la Constitución, que refiere a la constitución del Congreso 
de Intendentes y autoriza a los Intendentes a firmar este tipo de acuerdos. 


Por otro lado, me parece que está bien que en el artículo 4* se incluya la participación de las 
Intendencias, dado que se trata de una materia típicamente departamental -me refiero a los valores de los 
tributos, de las cuotas, la alícuota etcétera- pero pienso que los dos tercios no son necesarios. Si no 
recuerdo mal, a ellos refiere el artículo 301 de la Constitución de la República, que alude a los préstamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los dos tercios están establecidos por ley, no por la Constitución. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Si se me permite, leo el texto del artículo 301 de la Constitución. Dice así: “Los 
Gobiernos Departamentales no podrán emitir títulos de Deuda Pública Departamental, ni concertar 
préstamos ni empréstitos con organismos internacionales o instituciones o gobiernos extranjeros, sino a 
propuesta del Intendente, aprobada por la Junta Departamental, previo informe del Tribunal de Cuentas y 
con la anuencia del Poder Legislativo, otorgada por mayoría absoluta del total de componentes de la 
Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras, dentro de un término de sesenta días, pasado el cual 
se entenderá acordada dicha anuencia. 


Para contratar otro tipo de préstamos, se requerirá la iniciativa del Intendente y la aprobación de 
la mayoría absoluta de votos del total de componentes de la Junta Departamental, previo informe del 
Tribunal de Cuentas. Si el plazo de los préstamos, excediera el período de gobierno del Intendente 
proponente, se requerirá para su aprobación, los dos tercios de votos del total de componentes de la Junta 
Departamental.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este tema, no por disposición constitucional, sino por la Ley Orgánica 
Municipal, se exige dos tercios para los acuerdos en materia de tributos. 


SEÑOR NIN NOVOA.- De cualquier manera, la Ley Orgánica es una norma y puede ser modificada por 
otra, como en este caso. 


En definitiva, sin lugar a dudas, creo que esto constituye un avance. Seguramente dentro de 
unos años habrá que hacer algunas modificaciones y no sería improbable que la alícuota de los autos se 
fijara también por ley, en virtud de los resultados que se vayan obteniendo. Si hay Intendencias que no 
quieren o no pueden cumplir, habrá que tomar algunas medidas al respecto, por la vía de la ley. 


En cuanto a la Ley de Empadronamientos, me parece que es un tema a discutir y analizar 
porque, sin duda, hay un germen de conflicto permanente en la fiscalización de los vehículos, lo que 
atentaría contra el buen desarrollo y clima necesario para que todo funcione. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR GAMOU.- Deseo formular solamente dos o tres reflexiones, compartiendo plenamente lo que 
acaba de manifestar el señor Senador Nin Novoa. 


El señor Intendente Zimmer dijo que de no aprobarse este proyecto de ley podría provocarse un 
caos. Leyendo nuestra Constitución recordé algo que, por suerte, ahora se terminó; me refiero al hecho de 
que en una época, en la Cámara de Representantes se usaba mucho el artículo 303, que transformaba a 
ese Cuerpo en un Tribunal de Alzada de las Intendencias. Entonces, me pregunto en voz alta qué 
sucedería en caso de que mañana este proyecto de ley se apruebe, luego una Junta se opusiera al artículo 
en cuestión y mil ciudadanos o un tercio de los ediles mandaran a la Cámara de Representantes -que 
sabemos que cuenta con mayorías importantes- diciéndose finalmente que queda sin efecto. No digo que 
eso vaya a suceder, pero cuando entramos a medir mucho y a hacer una interpretación constitucional de lo 
que más nos conviene, las cosas se complican. Reitero que no estoy diciendo que este sea el caso; 
simplemente estoy recordando lo que sucedió durante años con los envíos de las Intendencias del interior 
que, como dije, por suerte ya se terminó. A mi juicio, es absurdo que mil firmas de Montevideo valgan lo 
mismo que, por ejemplo, igual número de firmas de Flores, que es un departamento mucho más chico. 
Muchas veces la Cámara de Diputados actuaba sin medir tanto si se estaba frente a un decreto contra la 
Constitución o la ley y tomaba en cuenta otras cosas. Lo que digo es que en una guerra desatada podrían 
suceder estas cosas. 


Por otra parte, como bien lo decían los Senadores Nin Novoa y Da Rosa, deberíamos estudiar 
cómo se hace la transición hacia la fiscalización para no generar cierto malestar. Es como si cuando 
Uruguay tenía un nivel de evasión fiscal altísimo hubiéramos dicho “Vamos a hacer un gran acuerdo 
nacional, vamos a bajar el IVA y que paguen todos, pero a partir de hoy al que no pague lo vamos a 
degollar y a meter preso”. De cierta forma, esa es la idea. Miremos para atrás con cierta benevolencia, pero 
hacia adelante, no. 


Por último, quisiera hacer una pregunta. Los Intendentes hablaban de cierta pillería porque si 
bien el aforo era el mismo, luego se aplicaban distintos descuentos. Me pregunto si eso no afectaba 
también a la contribución inmobiliaria. Me pongo en el lugar de un ciudadano de esos departamentos que 
podría preguntarse cómo se puede aplicar un descuento del 50% si se paga al contado la patente, mientras 
que siendo un excelente pagador tengo que pagar el 100% de la contribución. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Siento que esta ha sido una reunión muy importante y apreciamos la voluntad de 
los Senadores que se han expresado, en cuanto a que este proyecto pueda tener andamiento con las 
modificaciones que aquí se están manejando. En particular, me quería referir al artículo 8% que 
mencionaba el Senador Da Rosa, en cuanto a que los Gobiernos Departamentales que no se adhieran al 
sistema único de cobro de ingresos vehiculares podrán acceder únicamente a los seis décimos del monto 
que les corresponde. Expresamente en el artículo 4% de la resolución que adoptamos en enero, hicimos 
acuerdo para que eso fuera parte del acuerdo general por entender que es la única forma en que después 
se pueda cumplir, mediante la ley o los sucesivos acuerdos. Para ser más explícito, ese descuento de las 
partidas de carácter nacional que los Intendentes acordamos implicaría que aquel Gobierno Departamental 
que se vea tentado a no cumplir con el acuerdo de patentes únicas a nivel nacional, dejaría de recaudar del 
Gobierno Nacional -según lo establece la Constitución y es acordado cada cinco años- un monto mayor al 
que podría ganar mediante una competencia desleal en materia de patentes. Se apunta a evitar que se 
vuelvan a establecer -como en el pasado- patentes por debajo de lo acordado. Para nosotros este 
artículo es fundamental para que este acuerdo se cumpla a futuro. 


Queremos agradecer las consideraciones que se hicieron y expresar nuestro deseo de que luego 
de que se practiquen las modificaciones que entiendan convenientes, para el mes de diciembre tengamos 
aprobada la ley. Estamos trabajando intensamente para llegar a un acuerdo en materia de aforos. Los 
mantendremos informados de todos los avances para que cuenten con todos los elementos para analizar la 
ley y, además, para que estos valores entren en vigencia antes del 1* de enero de 2012. 


SEÑOR FALERO.- Con respecto a lo que planteaba el señor Senador Nin Novoa sobre las Juntas 
Departamentales y lo que decía el señor Carámbula sobre el artículo 8” que refiere a la sanción, me 
atrevería a pensar que es muy difícil que en la Junta Departamental no logremos, por lo menos, una 
mayoría simple. Me parece que correríamos un riesgo enorme y se podría afectar sensiblemente cualquier 
Presupuesto departamental si bajamos el 40% de lo previsto en el artículo 214. Es diferente a lo que 
sucedía antes y es por eso que me inclino por la idea de que las Juntas Departamentales sean 
contempladas. Además, hay muchos Ediles de todos los partidos políticos que están preocupados porque 
sienten que este proyecto de ley los está desconociendo. 


Por lo tanto, adhiero a la propuesta del señor Presidente porque, de alguna manera, contempla 
las dos opciones. Aquel departamento que tenga dificultades para lograr la mayoría absoluta, quizá pueda 
alcanzar la mayoría simple pero, por lo menos, vamos a avanzar en la línea que nos hemos trazado. 


SEÑOR ZIMMER.- Insisto en algo que mencionaban los señores Senadores Nin Novoa y Gamou acerca 
de la fiscalización, porque es muy difícil decirle a las Intendencias que no la implementen. La fiscalización 
está en la esencia del control que ejercen las Intendencias y, sobre todo, en lo que vamos a plantear. 


Se trata de algo que viene del tiempo en que -como el señor Senador Moreira recordará- se había 
repartido software sobre tránsito. Si bien después la mayoría de las Intendencias no le rendían cuentas al 
Congreso de Intendentes, en su esencia estaba el Registro Único de Conductores e Infractores. Había una 
libreta de puntos en la que se registraba cuántas infracciones había cometido una persona y a medida que 
estas se sumaban se le iban descontando puntos, hasta que finalmente se quedaba sin libreta. En el 
Congreso de Intendentes vamos a estudiar ese sistema, unido al de la fiscalización. 


Con esto no estamos diciendo ni que sí, ni que no a la fiscalización, sino que lo que queremos es 
correr la fecha para que hasta el 1? de enero de 2012 los vehículos puedan circular y no se los moleste. Es 
de elemental importancia que esto se cumpla porque, de lo contrario, cae por su propio peso. En la letra y 
en las resoluciones esto está muy lindo, pero si mañana la señora Intendenta de Montevideo inicia una 
persecución, esto se cae porque nosotros al día siguiente vamos a hacer lo mismo. Entonces, todo el 
esfuerzo que estamos haciendo terminaría en un gran fracaso y, lo que es peor, con efecto rebote. 


Parece lógico y aceptable lo dicho por el señor Intendente Falero con respecto a las Juntas 
Departamentales, pero insisto en que el cambio de la fecha al 1? de enero de 2012 procura evitar uno de 


los elementos más claros de fracaso en este tema. 


Quería aclararlo porque de pronto no se valora debidamente ese aspecto. En todos los proyectos 
de ley hay puntos que ofician como gatillo; cuando se los aprieta, disparan todo lo demás. En tal caso, ese 
sería uno de los temas que podría tener esa característica. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Reafirmo que todos los Intendentes hemos puesto una visión de lo colectivo, de lo 
que importa al país. Dos de los jerarcas comunales aquí presentes, de Colonia y de San José 
respectivamente, han hecho un gran esfuerzo desde la visión de su departamento para llegar a este 
acuerdo, pero también es bueno decir -porque se ha mencionado- que la señora Intendenta Ana Olivera ha 
manifestado su mejor disposición a que el tema de la fiscalización se acuerde y no que constituya un 
obstáculo en ese sentido. Es decir que todos los Gobiernos Departamentales han puesto la mejor voluntad 
para este acuerdo sea de carácter nacional a partir de enero de 2012; en ese sentido, pienso que expreso 
el sentir de todo el Congreso de Intendentes. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Quiero hacer una última pregunta vinculada a la garantía del cobro que tienen 
actualmente las Intendencias. Lo ejemplifico en el señor Intendente de Colonia, porque sé que es uno de 
los que tiene el mayor costo y que, en virtud de ello, deberá aumentar el valor de las patentes. 


De acuerdo con lo expresado, para el año próximo se garantiza al señor Intendente de Colonia lo 
que recaudó efectivamente, pero además tendrá que incrementar el valor de la patente. ¿Es así? ¿La 
Intendencia de Colonia recibirá más? 


SEÑOR ZÍMMER.- El Poder Ejecutivo asegura que ninguna Intendencia recibirá menos dinero, pero de 
suceder así, el Gobierno la compensará por hasta la recaudación histórica de 2010. La Comuna que 
mediante el aumento del costo de la patente más lo recaudado sobrepase la cantidad, no recibirá nada, 
aunque seguramente con lo que cobró tendrá mayores recursos que el valor correspondiente a lo percibido 
históricamente en 2010. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que todos los Intendentes han puesto lo suyo para llegar a este 
entendimiento y que ahora nos toca a los legisladores hacer lo propio desde el Senado. 


También rescato lo dicho por el señor Presidente de la República, en el sentido de que con un 
setenta y cinco por ciento de acuerdo se aprueba el proyecto de ley. Nos afirmaremos en ese concepto, 
porque será la manera de convertirlo en ley. Sería muy malo para el país que un proyecto de ley se 
aprobara en forma ficta, solamente con los votos de los señores Senadores representantes del Gobierno. 


Pido a los señores Intendentes que se lleven los temas que, al menos, hemos discutido a nivel 
del Partido Nacional y con los que estamos de acuerdo para modificarlos en el proyecto de ley, que paso a 
reiterar. 


El primero de ellos, tiene que ver con las Juntas Departamentales y las variantes citadas, no con 
el objeto de que se conviertan en un obstáculo para las Intendencias sino que, por el contrario, quede fuera 
de toda discusión la constitucionalidad de la decisión. Si se establece que el tema deberá ser aprobado por 
las Juntas Departamentales, se evitan demandas de inconstitucionalidad. De pronto, queda sin efecto en 
un departamento, pero se mantiene vigente en otro, porque las Juntas Departamentales tendrán 
legitimación para promoverlas. Si introdujéramos el tema en la Constitución, no habría posibilidades de que 
en un futuro lo establecido por la ley quedara sin efecto para un departamento, reitero, como consecuencia 
de una demanda de inconstitucionalidad. 


Como segundo punto, pediría que trasmitieran al Poder Ejecutivo que el miércoles próximo, en su 
comparecencia ante esta Comisión, trajera la tabla de aforos porque es bueno para los Intendentes y 


porque no podemos aprobar un proyecto de ley sin conocerlos. Eso debe estar pronto antes de que se 
apruebe el proyecto de ley, porque todo su tratamiento se hace contrarreloj. 


El tercer punto se relaciona con el tema de la llamada “guerra de las patentes”. Para nosotros es 
fundamental derogar la ley vigente por la que se introducen normas sobre el empadronamiento de 
vehículos automotores porque por ese medio se provoca dicha guerra. En el día de mañana una 
Intendencia, como tiene una ley que la ampara, podrá perseguir al contribuyente o intimarlo para que 
empadrone en su departamento. Es ahí donde estamos facilitando la “guerra”. La señora Intendenta Ana 
Olivera no lo hará, pero puede venir mañana otro Intendente que sí lo haga, o el de Canelones u otro 
departamento. Además, se le podrá decir al contribuyente que si paga lo mismo en Montevideo, Artigas, 
Colonia o San José, para qué sigue empadronado en esos departamentos, indicándole que debe 
empadronar en su propio departamento, con un razonamiento completamente lógico. Sin embargo, al 
disminuir en algunas Intendencias la cantidad de empadronamientos, resulta que eso después genera la 
“guerra”. 


Finalmente -por la insistencia con la que nos han planteado este tema- creo que se debería 
encontrar una solución al tema de la recaudación 2011, a la que según los Intendentes no se llega a 
tiempo. De repente, se puede encontrar una solución intermedia y hacer un año de 365 días, que vaya 
desde el 1* de julio de 2011 hacia atrás. Repito que este tema nos lo han planteado insistentemente desde 
varias Intendencias, porque les cambia totalmente la ecuación económica entre lo que tienen hoy y lo 
recaudado al 31 de diciembre del año 2010. 


Dejo planteada a la Mesa del Congreso de Intendentes esas ideas que, por lo menos en nuestro 
caso, vamos a tratar de sacar adelante porque nos parece que no solamente ayudan a sanar, sino a prever. 


SEÑOR ZIMMER.- Según nos ha dicho el señor Presidente, hay una nota que deberíamos leer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Intendente. Se trata de una nota de la Asociación de Arrendadoras de 
Autos sin Chofer recibida por la Comisión, cuya copia les entregaremos. 


La Comisión agradece la presencia de los representantes del Congreso de Intendentes, a quienes 
les deja abierta la posibilidad de hacer otras consultas o asistir nuevamente. 


(Se retiran de Sala el señor Presidente e integrantes de la Mesa del Congreso de Intendentes) 


-Continuando con la sesión, si los señores Senadores están de acuerdo, la Presidencia propone 
dar 15 minutos a la Asociación de Arrendadoras de Autos sin Chofer, que nos ha solicitado audiencia. 


(Apoyados) 
-No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 13 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


